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Época: Décima Época  
Registro: 2017197  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XXVII.3o. J/39 (10a.)  
 
VIOLACIONES PROCESALES. PUEDEN INVOCARSE EN UN JUICIO DE AMPARO DIRECTO 
POSTERIOR, SI LEGAL Y MATERIALMENTE NO ERAN SUSCEPTIBLES DE IMPUGNACIÓN O 
ANÁLISIS OFICIOSO DESDE EL PRIMERO. 
 

El artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que en el primer juicio de amparo directo que se promueva en relación con un proceso ordinario, 
debe decidirse respecto de todas las violaciones procesales planteadas y aquellas que, cuando proceda, 
se adviertan en suplencia de la queja. Asimismo, prescribe que si dichas violaciones no se invocaron en 
un primer juicio, mediante concepto de violación o, en su caso, en suplencia de la queja, ya no podrán 
examinarse en un juicio de amparo posterior. No obstante, la imposibilidad jurídica para hacer valer esas 
violaciones o para analizarlas en suplencia de la queja en un juicio de amparo posterior, por regla general, 
sólo se extiende a aquellas que, por existentes, debieron invocarse en el primer juicio, es decir, las que 
desde ese instante la quejosa estaba en posibilidad legal y material de hacer valer, o aquellas que el 
Tribunal Colegiado de Circuito podía examinar oficiosamente. Ello es así, porque no sería lógico ni jurídico 
considerar que el Constituyente impuso un deber tanto a la quejosa como al Tribunal Colegiado de 
Circuito, si frente a él no están en posibilidad legal ni material de cumplirlo. Consecuentemente, las 
violaciones procesales pueden invocarse en un juicio de amparo directo posterior, si legal y materialmente 
no eran susceptibles de impugnación o análisis oficioso desde el primer juicio, como por ejemplo, las que 
sobrevienen o surgen con posterioridad a una reposición del procedimiento derivada del cumplimiento de 
la protección constitucional otorgada en un primer juicio de amparo. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017192  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.XV. J/30 A (10a.)  
 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. PROCEDE CONCEDERLA RESPECTO DE LAS 
CONSECUENCIAS DE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 142, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO, PARA EL EFECTO DE QUE LA AUTORIDAD FISCALIZADORA 
LLEVE A CABO TODAS SUS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, EXCEPTO EL DICTADO DE LA 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN LA QUE DECIDA SOBRE LA SITUACIÓN FISCAL DEL 
CONTRIBUYENTE, HASTA EN TANTO SE DECIDA SOBRE LA CONSTITUCIONALIDAD DE DICHO 
PRECEPTO. 

 
Conforme a los artículos 107, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
128 de la Ley de Amparo, procede otorgar la suspensión del acto reclamado en el juicio de amparo 
siempre que la solicite el quejoso y no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones 
de orden público. Ahora bien, cuando en el juicio de amparo se reclama la inconstitucionalidad del artículo 
142, fracción IV, de la Ley de Instituciones de Crédito, y el quejoso solicita la suspensión de las 
consecuencias de su aplicación, para que los documentos e información obtenidos de sus cuentas 
bancarias no se consideren para definir su situación fiscal respecto del ejercicio fiscal 2011, procede 
otorgar dicha medida para el efecto de que la autoridad fiscalizadora lleve a cabo todas sus facultades de 
comprobación, entre ellas, las relativas a solicitar a las instituciones de crédito noticias o información 
respecto del contribuyente, ya sea directamente a la propia institución de crédito, o a través de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, pero sin que dicte la resolución definitiva en la que se determine la 
situación tributaria del contribuyente, hasta en tanto se decida sobre la constitucionalidad del artículo 142, 
fracción IV, pues con ello no se obstaculiza el ejercicio de las facultades de comprobación; lo que permite 
advertir que no se sigue perjuicio al interés social ni se contravienen disposiciones de orden público, 
aunado a que se protege la materia del juicio de amparo biinstancial. 
 
PLENO DEL DECIMOQUINTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017185  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 58/2018 (10a.)  
 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA FACULTAD 
PREVISTA EN EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA 
(ABROGADA), TIENE EL CARÁCTER DE REGLADA. 

 
De la exposición de motivos que dio origen al artículo 17 Bis de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos (abrogada), se advierte que se implementó una mecánica de 
abreviación y simplificación cuando exista el riesgo de que se haya realizado una conducta reprochable 
de responsabilidad administrativa, a efecto de que la autoridad se encargue de manera exclusiva de 
investigar potenciales casos auténticos de gravedad, entre ellos de corrupción, descartando en ese 
momento otros actos donde la actuación del servidor público en la atención, trámite o resolución de 
asuntos a su cargo, se suscite dentro del periodo de un año, y que la inhibición se dé por una sola vez 
por un mismo hecho, sumado a que los efectos producidos se hubieran resarcido o desaparecido. En ese 
entendido, de suponer que aun cuando después de las investigaciones o revisiones practicadas se 
actualicen efectiva e indudablemente los supuestos a que se refiere aquel numeral, siempre que la 
probable infracción no sea considerada como grave por la misma ley, quede a juicio de la autoridad 
abstenerse o no de iniciar el procedimiento disciplinario o de imponer sanciones administrativas, se 
obstaculizaría la intención que se infiere del proceso legislativo y traería consigo una especie de 
esterilidad de la disposición. Por tanto, si la propia norma establece las condiciones a satisfacer para 
abstenerse de iniciar el procedimiento o imponer sanciones, sin considerar alguna intermedia, entonces 
la autoridad sólo debe constatar que efectivamente éstas se actualicen (sin que se trate de una infracción 
considerada grave), por lo que no tendría sentido que se le faculte para discernir, aun de concurrir 
aquéllas, si es que debe o no actuar en esos términos, pues al prever de manera concreta los supuestos 
específicos que generan la acción de prescindir, dicha facultad adquiere el carácter de reglada en la 
medida en que la actuación de la autoridad queda ajustada al marco fijado por la legislación que establece 
la conducta específica que debe seguirse ante la actualización de las hipótesis que la misma exige y en 
armonía con ésta, excluyendo que pueda dotársele con la connotación de una facultad discrecional, pues 
en sentido contrario, la normativa no deja margen de libre apreciación a la autoridad para determinar la 
forma de su actuar. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017184  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 61/2018 (10a.)  
 
RENTA. EL ARTÍCULO 28, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL 
ESTABLECER QUE LOS CONCEPTOS NO DEDUCIBLES DEBERÁN CONSIDERARSE EN EL 
EJERCICIO EN EL QUE SE EFECTÚE LA EROGACIÓN, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 
2014). 

 
El artículo citado, al establecer que los conceptos no deducibles a que se refiere la Ley del Impuesto 
sobre la Renta deberán considerarse en el ejercicio en el que se efectúe la erogación y no en aquel en el 
que formen parte del costo de lo vendido, provoca el reconocimiento anticipado del efecto fiscal de un 
concepto no deducible, con lo cual se afecta injustificadamente la renta neta que servirá de base para la 
determinación de la contribución. Ello es así, pues en un sistema de deducción del costo de lo vendido, 
la erogación de un gasto no conlleva una afectación a la situación jurídica en materia fiscal, pues 
únicamente representa una modificación en el concepto de activo que posee el causante y, en tal virtud, 
no refleja una alteración en el haber patrimonial susceptible de gravarse. Así, al conminarse a reconocer 
los gastos no deducibles en el ejercicio en el que se erogan, se obliga a los contribuyentes a impactar su 
esfera jurídica anticipadamente, en la medida de una cantidad y un concepto que, en congruencia con el 
cambio del sistema de deducción, no deberían tener un efecto fiscal sino hasta el momento en el que se 
reconoce el costo de ventas correspondiente, de ser deducible. Por lo anterior, el artículo 28, último 
párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente a partir del 1 de enero de 2014, transgrede el 
principio de proporcionalidad tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, pues obliga a reconocer los efectos de conceptos no deducibles en el 
ejercicio en el que se eroguen y no en el que forman parte del costo de lo vendido, con lo cual se da lugar 
a la determinación de una utilidad ajena a la que corresponde bajo el esquema de deducción de costo de 
lo vendido. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017183  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: 2a./J. 62/2018 (10a.)  
 
RENTA. EFECTOS DE LA SENTENCIA CONCESORIA DEL AMPARO CONTRA EL ÚLTIMO 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 28 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 
DE ENERO DE 2014. 

 
El precepto indicado transgrede el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al constreñir a los contribuyentes 
a reconocer los efectos de conceptos no deducibles en el ejercicio en el que se eroguen y no en el que 
forman parte del costo de lo vendido, con lo cual, se da lugar a la determinación de una utilidad ajena a 
la que corresponde bajo el esquema de deducción de costo de ventas. En tal virtud, los efectos de la 
sentencia concesoria del amparo contra el último párrafo del artículo 28 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, consisten en que éste no se aplique a los quejosos, con lo cual se les libera de la obligación de 
reconocer de manera anticipada el efecto de los conceptos no deducibles que por su naturaleza formen 
parte, a su vez, del costo de ventas deducible. Obligación que deberá actualizarse y habrán de cumplir 
hasta el momento en el que esos conceptos no deducibles efectivamente formen parte del costo de lo 
vendido, a fin de que la utilidad fiscal o el resultado fiscal que lleguen a reportar en sus operaciones, no 
se vea contaminado con conceptos que corresponden a otros periodos, y que provocan que la tasa del 
gravamen se aplique a un monto que no es acorde con la capacidad contributiva del causante. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017180  
Instancia: Plenos de Circuito  
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Tesis: PC.X. J/8 C (10a.)  
 
PRESUPUESTOS PROCESALES. MOMENTOS EN QUE PUEDE LLEVARSE A CABO SU REVISIÓN 
OFICIOSA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TABASCO). 

 
Si bien la relación armónica y sistemática de los artículos 66 a 68 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Estado de Tabasco, aunada a la intención del legislador externada en la exposición de motivos 
de dicho ordenamiento, permite advertir que se estableció una audiencia previa con el objeto de intentar 
la conciliación (por un funcionario distinto del Juez), examinar y resolver todas las excepciones y 
presupuestos procesales, incluso en forma oficiosa, esa circunstancia no impide al juzgador realizar su 
examen en la sentencia definitiva, antes de analizar el fondo del litigio, ya que en la propia exposición de 
motivos se contempló esa posibilidad, sin que, por otra parte, pueda interpretarse que la revisión oficiosa 
corresponde exclusivamente al juzgador de primera instancia, pues si bien no está prevista expresamente 
en la ley procesal citada no prevé que también pueda realizarla el tribunal de alzada, lo cierto es que, tal 
como lo razonó la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción 
de tesis 18/2012, los presupuestos procesales, constituyen requisitos sin los cuales no puede iniciarse ni 
tramitarse válidamente o con eficacia jurídica algún proceso, al ser cuestiones de orden público y que 
deben estudiarse de oficio; por ende, se estima que una vez abierta la segunda instancia por cualquiera 
de las partes, el tribunal de alzada válidamente puede analizar los presupuestos procesales, aun en 
perjuicio del apelante, ya que los gobernados no pueden consentir ni tácita ni expresamente algún 
procedimiento que no sea el establecido por el legislador para el caso en concreto y seguido bajo los 
parámetros legales, pues la vía correcta para buscar la solución a un caso no es una cuestión que 
dependa de los particulares y ni siquiera del Juez, sino que está determinada por la misma ley ordinaria; 
lo contrario implicaría legitimar una resolución que no hubiere satisfecho las exigencias legales, sin que 
esa circunstancia implique hacer nugatorio el espíritu de la disposición del artículo 68 referido, si se 
atiende no sólo a que el mismo numeral hace la salvedad tratándose de la incompetencia del juzgador, 
sino también a que el estudio de los presupuestos procesales, por ser una cuestión de orden público y 
preferente, no puede depender de que la invoquen los particulares, sino que debe analizarla 
oficiosamente el juzgador tanto de primera instancia como el de apelación. 
 
PLENO DEL DÉCIMO CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 h

tt
p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017165  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 60/2018 (10a.)  
 
ESTÍMULOS FISCALES A LA INDUSTRIA MANUFACTURERA, MAQUILADORA Y DE SERVICIOS 
DE EXPORTACIÓN. EL DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 26 
DE DICIEMBRE DE 2013 QUE LOS OTORGA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA. 
 

El estímulo fiscal que otorga el decreto indicado a empresas maquiladoras consistente en una "deducción 
adicional" de los pagos realizados que, a su vez, constituyan ingresos exentos para el trabajador, no 
genera un trato diferenciado injustificado entre contribuyentes que llevan a cabo operaciones de maquila 
en términos de los artículos 181 y 182 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, y aquellos que tributan con 
fundamento en el Título II de la propia ley, relativo a las personas morales del régimen general, pues, la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que existen diferencias 
sustantivas en la forma de tributar y calcular la utilidad fiscal, por lo que no se trata de sujetos 
comparables. Lo anterior, sin que el pago por servicios personales subordinados que constituyen ingresos 
exentos para los trabajadores y la necesidad de posicionarse como empresas competitivas en el plano 
internacional se erija como un punto de comparación idóneo, pues desde el punto de vista fiscal esas 
erogaciones no se reflejan de la misma forma ni en la misma magnitud en el cálculo de la utilidad fiscal. 
Por tanto, el decreto mencionado que otorga el estímulo fiscal referido no transgrede el principio de 
equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017164  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 59/2018 (10a.)  
 
ESTÍMULOS FISCALES A LA INDUSTRIA MANUFACTURERA, MAQUILADORA Y DE SERVICIOS 
DE EXPORTACIÓN. EL DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 26 
DE DICIEMBRE DE 2013 QUE LOS OTORGA, NO NULIFICA EL EFECTO DE LA LIMITANTE DEL 
ARTÍCULO 28, FRACCIÓN XXX, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE A PARTIR 
DEL 1 DE ENERO DE 2014. 
 

El estímulo fiscal que otorga el decreto indicado consistente en una "deducción adicional" de pagos 
realizados de erogaciones que, a su vez, constituyan ingresos exentos para el trabajador, en estricto 
sentido no es una deducción adicional en los términos que aplicaría a un contribuyente del régimen 
general de ley, pues el estímulo constituye una reducción sobre utilidades previo al cálculo del impuesto. 
Lo anterior es así, pues si bien el decreto mencionado le llama "deducción adicional", lo cierto es que en 
un procedimiento ordinario del régimen general, conforme al artículo 9, fracción I, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, para obtener la utilidad fiscal se deben disminuir de la totalidad de los ingresos 
acumulables obtenidos en el ejercicio, las deducciones autorizadas y la participación de los trabajadores 
en las utilidades de las empresas pagada en el ejercicio. Sin embargo, en el caso de las maquiladoras, la 
utilidad fiscal es estimada conforme a los porcentajes y términos establecidos en los artículos 181 y 182 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, o bien, determinada mediante un acuerdo anticipado de precios 
de transferencia con fundamento en el diverso artículo 34-A del Código Fiscal de la Federación. Así, no 
podría considerarse que el estímulo que contempla el decreto se trata de una deducción que se aplique 
contra ingresos acumulables, sino de una figura aminorativa distinta que reduce la utilidad fiscal para 
calcular el resultado fiscal como base para el impuesto sobre la renta. De esta forma, el estímulo contenido 
en el decreto no nulifica el efecto de la limitante que sobre deducción de erogaciones que a su vez 
constituyan ingresos exentos para el trabajador, prevé el artículo 28, fracción XXX, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, porque en tanto la utilidad fiscal tratándose de empresas maquiladoras se obtiene 
mediante los procedimientos mencionados, la "deducción adicional" prevista en aquél, no tiene la misma 
funcionalidad y magnitud que por su parte tienen las deducciones autorizadas en términos del régimen 
general de ley. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017159  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.VII.C. J/6 K (10a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. NO PROCEDE DESECHARLA POR EXTEMPORÁNEA O 
SOBRESEER EN EL JUICIO, CUANDO EN ELLA SE RECLAME LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL 
ARTÍCULO 81 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE VERACRUZ, 
RESPECTO A LA ORDEN DE NOTIFICACIÓN POR LISTA DE ACUERDOS, DE LA SENTENCIA 
RECLAMADA. 
 

Presentada la demanda de amparo una vez transcurrido el plazo previsto por el artículo 17 de la Ley de 
Amparo, por regla general, la acción constitucional es improcedente, al haber consentido el quejoso 
tácitamente el acto de autoridad que pretende reclamar; empero, si en ella se aduce la 
inconstitucionalidad del artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Veracruz –
que señala cuáles determinaciones deben notificarse en forma personal–, respecto a la indebida orden 
de notificación por lista de acuerdos, de la sentencia reclamada, aun cuando el ocurso constitucional 
pudiese haber sido presentado fenecido el plazo legal para hacerlo, por las particularidades del asunto, 
opera una excepción a dicha regla general, porque al estar contenida en el cuerpo del propio documento, 
la orden de notificación de una determinación judicial forma parte integral de ésta; y al tratarse de la orden 
de notificación contenida en el cuerpo de la sentencia definitiva, no procede un ulterior recurso ordinario; 
de ahí que el juicio de amparo directo es la única oportunidad para combatirla. En ese tenor, cuando en 
la demanda de amparo se cuestiona la forma en que se ordenó notificar el fallo reclamado, no es 
razonable tomar la actuación relativa a la notificación para efectuar el cómputo y determinar la oportunidad 
en su presentación precisamente por ser la litis en el amparo y una cuestión de fondo sólo analizable en 
la sentencia, por lo que no es dable estimar improcedente el juicio por extemporáneo. Además, atento al 
artículo 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, al no existir diverso medio 
de defensa por el cual el gobernado pueda cuestionar la constitucionalidad de ese precepto, el juicio de 
amparo directo resulta ser un recurso judicial efectivo para impugnar la norma general, pues permite al 
órgano jurisdiccional emprender un análisis para establecer si ha habido o no una violación a los derechos 
humanos del promovente. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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CONFLICTO DE COMPETENCIA NEGATIVO DEL ORDEN CIVIL FEDERAL. LA LIBERACIÓN DE LA 
OBLIGACIÓN DE AGOTAR LOS RECURSOS ORDINARIOS ANTES DE ACUDIR A LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y, EN FACULTAD DELEGADA, A LOS TRIBUNALES 
COLEGIADOS DE CIRCUITO, NO ESTÁ ORIENTADA EXCLUSIVAMENTE A LA DECISIÓN DEL 
ÚLTIMO ÓRGANO QUE SE NIEGA A CONOCER DEL ASUNTO, SINO A TODOS LOS ÓRGANOS 
QUE INTERVINIERON. 

 
El artículo 35 del Código Federal de Procedimientos Civiles regula un supuesto en el que corresponde a 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación y a los Tribunales Colegiados de Circuito, por competencia 
delegada –en términos del punto cuarto, fracción II, del Acuerdo General Número 5/2013, emitido por el 
Pleno del Alto Tribunal–, intervenir en una cuestión de carácter competencial que no deriva propiamente 
de un conflicto entre tribunales, es decir, de una contienda planteada a través de la declinatoria o de la 
inhibitoria, ya que para una y otra existen procedimientos específicos en el código aludido; más bien se 
refiere a los casos en que dos o más tribunales, al recibir la demanda, advierten que carecen de 
competencia para conocer de un asunto, en donde se permite al interesado ocurrir a la Suprema Corte, 
sin necesidad de agotar los recursos ordinarios ante el superior inmediato, a fin de que se le envíen los 
expedientes y, con previo conocimiento del Ministerio Público, determine lo conducente. La intervención 
en esta hipótesis del Máximo Tribunal y de los Tribunales Colegiados de Circuito, por delegación, no es 
más que el resultado de la aplicación concurrente de dos principios: el contenido en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual, el silencio, la oscuridad o la 
insuficiencia de la ley no autorizan a los juzgadores a dejar de resolver una controversia, y el de celeridad 
procesal, que libera al interesado de la carga de agotar los recursos ordinarios contra las resoluciones de 
incompetencia, para concederle una vía de tramitación expedita. Por ello, ante la necesidad de garantizar 
el acceso a la administración de justicia, bajo un supuesto de indefinición en donde es indispensable que 
prevalezca la celeridad procesal, se estima que la liberación de la obligación de agotar los recursos 
ordinarios antes de acudir a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y, en facultad delegada, a los 
Tribunales Colegiados de Circuito, no está orientada exclusivamente a la decisión del último órgano que 
se niega a conocer el asunto, sino a todos los órganos que intervinieron. 
 
PRIMERA SALA 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA DISPOSICIONES 
QUE REGULAN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE TRANSPORTE PÚBLICO A TRAVÉS DE 
PLATAFORMAS MÓVILES. CORRESPONDE AL JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA. 
 

Cuando se reclamen en amparo las reformas y adiciones al Reglamento de Transporte Público para el 
Municipio de Tijuana, así como al Reglamento Interno de la Dirección de Transporte Público de esa 
municipalidad, en lo atinente a la prestación del servicio de transporte público a través de plataformas 
móviles, el juicio relativo debe ser del conocimiento de un Juez de Distrito en Materia Administrativa 
genérica y no de uno especializado en competencia económica, radiodifusión y telecomunicaciones, toda 
vez que, por la naturaleza de aquellos actos, no puede considerarse que se requiera de conocimientos 
especializados para su resolución, debido a que no encuadran en los supuestos para los cuales fueron 
creados los órganos subespecializados en competencia económica a que se refiere el Acuerdo General 
22/2013, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, pues no están vinculados con aspectos 
relacionados con el uso, aprovechamiento y explotación del espectro radioeléctrico, con las redes y con 
la prestación de los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, con la libre competencia y 
concurrencia, así como con actos relacionados con la prevención, investigación y combate de monopolios 
y prácticas monopólicas, concentraciones y demás restricciones al funcionamiento eficiente de los 
mercados. Sin que sea óbice que el impetrante alegue que las disposiciones normativas reclamadas 
afectan el proceso de competencia y libre concurrencia, así como diversos alegatos, en similar sentido, 
relacionados con los principios que consigna el artículo 28 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues este último aspecto no es determinante para fijar la competencia por materia. 
 
PLENO DEL DECIMOQUINTO CIRCUITO. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
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http://juristadelfuturo.org/
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Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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CADUCIDAD EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. NO OPERA CUANDO SU CONTINUACIÓN 
DEPENDE DE QUE LA AUTORIDAD PROVEA SOBRE LA ADMISIÓN DE PRUEBAS, O DICTE LA 
RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE UNA VEZ QUE AQUÉLLAS SE DESAHOGUEN (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE PUEBLA). 

 
El artículo 96 de la Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado de Puebla regula de manera incompleta 
la figura de la caducidad en aspectos relacionados con la inactividad procesal de la autoridad laboral, 
como sí lo hace el artículo 140 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, que establece 
que se tendrá por desistida de la acción y de la demanda intentada, a toda persona que no haga 
promoción alguna en el término de tres meses, siempre que sea necesaria para la continuación del 
procedimiento. Por su parte, el artículo 771 de la Ley Federal del Trabajo, vigente al 30 de noviembre de 
2012, prevé que es de la estricta responsabilidad de las autoridades laborales cuidar que los juicios no 
queden inactivos; de tal suerte que si el tribunal burocrático del Estado de Puebla, con fundamento en el 
artículo 96 citado, declara la caducidad del procedimiento cuando su continuación no depende del impulso 
de las partes, sino del acuerdo de reserva que emitió sobre la admisión de pruebas ofrecidas, o de dictar 
la resolución que corresponda una vez desahogadas aquéllas, esa determinación es ilegal, ya que en 
aplicación supletoria de las disposiciones mencionadas –atento a lo que establecen los artículos 115, 
fracción VIII, párrafo segundo y 116, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en el sentido de que las Legislaturas de los Estados deben emitir sus leyes laborales con 
base en el artículo 123 de la propia Constitución– se encontraba obligada al impulso oficioso, sin 
promoción alguna, bajo los principios inquisitorio y de participación activa de las autoridades laborales en 
el desarrollo del proceso para cuidar que los juicios no queden inactivos, conforme al artículo 685 de la 
Ley Federal del Trabajo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO CIRCUITO. 
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